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Ref.: Proceso      No. 36046


 Sindicado: LUÍS FERNANDO ALMARIO ROJAS



           Ex Representante a la Cámara


 Delito:       CONCIERTO PARA DELINQUIR AGRAVADO.

         Asunto:     CONCEPTO DE AUDIENCIA.
En mi condición de Delegada del Señor Procurador General de la Nación presento a consideración el concepto final respecto de la decisión que se considera debe adoptar la Honorable Sala dentro de la presente actuación que se sigue contra el señor LUÍS FERNANDO ALMARIO ROJAS por la presunta comisión en calidad de autor del DELITO DE CONCIERTO PARA DELINQUIR consagrado en el artículo 340 del Código Penal, inciso segundo de la Ley 599 de 2000, modificado por el artículo 8º. De la Ley 733 de 2002, agravado por el artículo 58.9 ibídem, y en calidad de determinador del DELITO DE CONSTREÑIMIENTO AL LECTOR consagrado por el artículo 387 ibídem, agravado de conformidad con el artículo 3º. De la misma normatividad.
1. HECHOS

La Procuraduría Delegada los refirió de la siguiente manera en el concepto precalificatorio:
En el año de 1997 hicieron presencia en territorio del Departamento de Caquetá grupos al margen de la ley  denominados “autodefensas” que dependían de las autodefensas campesinas de Córdoba y Urabá, las cuales cedieron dominios al   Bloque Central Bolívar, al entrar la década de 2000.

Uno de estos grupos se conoció con el nombre de “Frente Sur Andaquíes”, el que para el año 2001, contaba con un pie de fuerza suficiente de combatientes con el que pretendía cumplir las metas trazadas por el Comando Central; una de éstas, “liberar” a la referida compresión territorial de la presencia de la guerrilla tal como ocurrió en el sur de Bolívar, especialmente, luego del rompimiento de los “diálogos de paz del Caguán”.
Según versiones de miembros de esa organización ilegal armada
, el radio de dominio lo fueron los municipios de Albania, Morelia, Paujil, Doncello, San José de Fragua, Belén de los Andaquíes Puerto Arango, Milán, Valparaíso, Curillo, Solita, La Montañita, San Vicente del Caguán, incluso el casco urbano de Florencia (Caquetá).
Uno de los líderes del grupo armado ilegal, quien fungió como Jefe de Finanzas, Carlos Fernando Mateus Morales, alias “Paquita”, reveló que la principal misión del grupo ilegal creado en el Caquetá, lo fue el apoderamiento del “impuesto del gramaje”, controlado por la guerrilla, cuyo rubro serviría como fuente de financiación, junto a otro “impuesto” cobrado a ganaderos,  finqueros y comerciantes de la zona, los cuales unidos formaron la fuente de financiación y sostenimiento del grupo armado ilegal
. 
La estructura de las autodefensas era manejada por Carlos Mario Jiménez alias “Macaco”, quien diseñó unos estamentos, el militar, el financiero y el político, que constituyeron niveles de jerarquía interna. Entre los jefes de estos, se encontraban Héctor Edison Duque Ceballos alias “Monoteto”, quien manejaba la parte relacionada con los ingresos provenientes del narcotráfico y a su vez, delegaba funciones en  alias “Paquita”; la estructura armada ilegal mencionada realizó diversos hechos punibles hasta el día en que hubo desmovilización general -15 de febrero de 2006-
, entre estas la “legalización” –homicidios selectivos de “limpieza social”-
. Miembros de la estructura del grupo armado ilegal manifestaron que su actuar se articuló con la sociedad civil de la zona representada en ganaderos, comerciantes, personas dedicadas al narcotráfico y políticos de la región. 

Unas de estas relaciones se entablaron con Juan Carlos Claros Pinzón, quien  aspiraba a la gobernación del Caquetá para el año de 2003, y con el aspirante a la alcaldía del departamento, Arnoldo Barrera, quien fuera citado por alias “Paquita” a reuniones clandestinas en las que se acordaron apoyos electorales  a cambio de una retribución contractual a través de un “impuesto”-contribución- en caso que ganaran las elecciones, las que eran también en especie a través de la realización de diversas obras públicas.
En tal estrategia política, se incluyeron contactos y acuerdos con aspirantes al Congreso de la República y miembros de ésta célula legislativa, entre estos el procesado LUIS FERNANDO ALMARIO ROJAS quien concurrió a varias reuniones con miembros del grupo armado ilegal, cumpliendo así una directriz general elaborada por los Comandantes del Bloque, convirtiéndose en voceros autorizados de la organización ilegal para hacer contactos con los líderes políticos de la región y candidatos a diferentes cargos de elección popular,  con quienes se concertó un apoyo de la actividad proselitista a cambio de prebendas, una vez salieran elegidos. Además, la estrategia  incluyó la búsqueda de apoyo en la población de la región a sus aspiraciones políticas. 
2. PROBLEMA JURÍDICO
¿Se encuentran reunidos los requisitos sustanciales para emitir sentencia condenatoria en contra del procesado LUIS FERNANDO ALMARIO ROJAS respecto de los cargos de la acusación?
¿Acordó LUIS FERNANDO ALMARIO ROJAS la promoción del grupo armado ilegal denominado Autodefensas Campesinas, a cambio del apoyo a éste a sus aspiraciones políticas?

¿LUIS FERNANDO ALMARIO es determinador de la conducta punible de constreñimiento al elector?

Tesis
Se encuentran reunidos los requisitos del art. 232 de  la ley 600 de 2000 para proferir sentencia condenatoria en contra de LUIS FERNANDO ALMARIO ROJAS como autor de la conducta punible de concierto para delinquir agravado y como determinador del punible de constreñimiento al lector, agravado por la condición de servidor público.
3. CONSIDERACIONES

La presente investigación, al igual que múltiples adelantadas por la Sala Penal de la Corte Suprema de Justicia, tiene relación con un hecho social de connotación política que se presenta en Colombia desde la década de los años ochenta.

Una de los objetivos de la aparición de esos grupos, en el Departamento del Caquetá, lo fue “liberar” a la zona de guerrilleros, ante la imposibilidad de las fuerzas militares del Estado Colombiano de combatirlos. 

Varios sectores de la sociedad, estimaron pertinente ofrecer una acción concreta contra la subversión, la que con ataques generalizados a la población civil ocasionaron la afectación de derechos subjetivos y fundamentales de los pobladores de esa zona.

Para ello, se diseñó una estrategia con varios objetivos, más allá del militar, entre  los cuales se destacan el económico, el social y político, los cuales tenían como punto en común el debilitamiento de los grupos guerrilleros, obstaculizando el llamado impuesto al gramaje, controlado por tales grupos ilegales, y volcando la población hacia el apoyo de las AUC, a través de trabajo social y político. 
Estos grupos ilegales de autodefensa, a través del empleo de las armas, penetraron en las capas de la sociedad así como en sus sectores más representativos, conforme lo podemos observar, de acuerdo a las versiones de líderes de la agrupación como de personal raso que estuvo al servicio de los mismos, sea en el plano militar, ideológico o político como se reseñó en los hechos.
El poder social de los grupos de autodefensa no solo se basó en el poderío económico sino en la creación de unas bases sociales que irían a soportar un macroproyecto político que fue desarrollándose paulatinamente a nivel municipal, departamental y nacional, tal como lo corroboró Iván Roberto Duque Gaviria,  alias Ernesto Báez.

Para conseguir la culminación de tal proyecto promovieron en esas bases sociales la idea de influir sobre la decisión a la hora de elegir por quién votar en las elecciones correspondientes, sean de la naturaleza mencionada, ora localmente, para Alcaldías y la gobernación, como para plazas en el Congreso de la República.
Frente a esa labor de persuasión, se adelantaron igualmente, conforme se evidencia dentro del proceso, actividades violentas para no solo dominar la voluntad de la población sino la de aquellos que postularon sus nombres a los cargos de elección popular, al punto que sólo quien tuviera aval de las AUC podía ejercer la actividad proselitista.
LUIS FERNANDO ALMARIO ROJAS hace parte de este grupo a quienes se les dio el aval para hacer proselitismo político pero con ayuda de grupos al margen de la ley como lo fueron las AUC. En ese contexto debe analizarse la conducta de ALMARIO ROJAS, quien en ejercicio de la actividad política tuvo aval del grupo armado ilegal de AUC, tal como lo refiere Carlos Fernando Mateus, alias Paquita, señalado como el jefe de Finanzas del Bloque Sur Andaquíes del Departamento del Caquetá, corroborando el dominio militar y territorial del grupo ilegal en ese Departamento cuyo objetivo lo fue el permear la sociedad local y regional, como lo expuso también alias “Ernesto Báez”, encargado de “aspectos políticos” del Bloque Central Bolívar, prueba que refrenda aún más el objetivo político del grupo armado ilegal, que iba más allá de liberar la región de la presencia guerrillera, pues su pretensión lo fue interferir en la vida política local, para avanzar en la representación popular a nivel del Congreso de la República. Para ello, se requería una asociación ilegal con la representación política y social del departamento del Caquetá.
Así mismo, a nivel local y geográfico específico se tiene el testimonio de Harlintont Mosquera, quien desempeñaba el rol de comisario político, una especie de estrategia para organizar la clase política en cada región. A éste último, conforme se desprende de las pruebas, le correspondió realizar ese proselitismo ilegal en la zona de la capital del departamento del Caquetá. Son estas las pruebas que demuestran la responsabilidad penal de LUIS FERNANDO ALMARIO ROJAS, ex Representante del Caquetá, en el tipo penal de concierto para delinquir agravado, en calidad de autor.

La plataforma político militar como estrategia en la región, lo fue para agrupar varios elementos para así conformar una fuerza político, militar y social, de manera ilegal. Es lo que reseñan, el análisis conjunto de la prueba recaudada
.   
Esta investigación ha demostrado que es un hecho cierto la constitución de alianzas de la clase política con grupos al margen de la ley; en este caso de autodefensas, en la región del Departamento del Caquetá.

En efecto, los miembros de las AUC que han declarado en este proceso refieren que el fenómeno paramilitar apareció en la segunda mitad de la década de los años 90. Sociológicamente se puede observar, que su aparición siguió la misma secuencia que en otras zonas del país. No solo fue una ofensiva militar en contra de un grupo de guerrillas que azotaba al departamento sino se empezó a diseñar una estrategia política-social para llevar a cargos de elección popular a ciertos candidatos que apoyaran el denominado “proyecto paramilitar”.
Y la estrategia, comenzó con la iniciativa u objetivo de afectar o cortar la fuente económica de la subversión; fue así que Carlos Fernando Mateus, alias Paquita, comandante militar de las AUC, ha relatado la manera en que se dio la presencia paramilitar en la región y como poco a poco se convirtió el “gramaje a la hoja de coca”, como uno de los objetivos del grupo, una de las fuentes de financiación, entre otras. En el concepto precalificatorio esta delegada se refirió a las pruebas que corroboran ese accionar
.
Del mismo modo, los testimonios de diferentes miembros de las AUC en este proceso dan cuenta que otro de los objetivos del grupo armado ilegal lo fue la constitución de una base social de apoyo, capaz de dar respaldo al proyecto político que los líderes de las AUC estaban idealizando, que iba más allá de las fronteras territoriales del Departamento del Caquetá. Es decir, la voluntad popular debía manifestarse y las armas de las AUC se pusieron al servicio de ciertos candidatos o políticos para ayudar a la configuración del mencionado entramado político de alcance nacional. En otras palabras, la búsqueda del poder electoral en los cargos de elección popular era un objetivo perseguido y realizable.
Ese proyecto político militar contó con una estructura básica, perceptible, conforme a los medios de prueba recaudados en el presente expediente, la cual era la siguiente: 
(i) una comandancia militar, ejercida por Carlos Mario Jiménez, alias Macaco, miembro activo del Bloque Central Bolívar de las AUC, y en tal posición daba instrucciones sobre la modalidad de accionar del grupo armado ilegal. (ii) un comandante militar, con funciones de jefe de finanzas en la zona específica del departamento del Caquetá, ejercido por Carlos Fernando Mateus Morales, alias “Paquita”, hombre de confianza del primero, quien se encargaba de ejecutar la estrategia diseñada por el jefe militar alias macaco, a quien visitaba en su centro de reclusión una vez este se sometió a la Ley de Justicia y Paz y uno de sus temas de conversación, conforme lo refirió Iván Roberto Duque, lo era el Departamento del Caquetá, en especial la estrategia electoral local y regional. (iii) un estratega ideológico, en cabeza de Iván Roberto Duque Gaviria, alias Ernesto Báez, a nivel nacional, cuya función la ejercía a través de personas satélites en cada una de las zonas de influencias, rol (iv) en cabeza de Harlinton Mosquera para el caso de la capital del Departamento del Caquetá, a quien alias Ernesto Báez identifica y describe con certeza. Por ello, conforme hemos descrito el trabajo proselitista era una de las formas de obrar del grupo de AUC en el Caquetá, razón por la que tuvo esos llamados comisarios políticos o enlaces entre los jefes militares o ideológicos con la población o sociedad civil.     
La penetración no era solo con la persuasión de la palabra sino con actos violentos conforme hemos reseñado desde el concepto precalificatorio, accionar que no tenía otro objetivo sino el de buscar el posicionamiento del bloque Sur de los Andaquíes. Ese control total, incluso permitió que se infiltrara miembros de las AUC en las unidades de policía y del ejército de la región, al punto que miembros activos de tales instituciones han sido señalados como parte del grupo ilegal. 
Esta es la razón para valorar los elementos de prueba que indica que quien ha estado en un grupo al margen de la ley, puede señalar quién les colaboraba en el ala política, uno de los frentes de  las AUC
. Johan Darley Benítez Z. es uno de ellos, cuyo testimonio no ha sido desvirtuado en estas diligencias y en sus señalamientos compromete la responsabilidad penal del ex parlamentario LUIS FERNANDO ALMARIO ROJAS, quien conforme se analizará tenía respaldo de parte de los dirigentes de las AUC de la región. Ello le significaba a él, como candidato a la Cámara de Representantes, un aval o lo que es lo mismo respaldo en materia política, sea directamente o a través de candidatos apoyados por este a elecciones locales como es el caso de Juan Carlos Claros, quien fuera elegido gobernador del departamento. Una vez electos, los beneficios se materializaban en contratos, cargos a nivel local o apoyo en iniciativas parlamentarias.
Esa filigrana política se manifestó en concreto con aspirantes locales a las alcaldías y a la misma gobernación del departamento. Así se advierte de los testimonios recogidos en la instrucción a  Iván Rodrigo Duque Gaviria, alias “Ernesto Báez”, Carlos Fernando Mateus Morales, alias “Paquita”, jefe de finanzas en la región y José Germán Sena Pico, alias Nico, desmovilizado del Bloque Sur de los Andaquíes, quien cumplió funciones de patrullaje o roles propios de la tropa rasa. Este último y el primero de los nombrados dan cuenta de una figura propia del devenir del grupo, esto la del comisario político, a quien se le indicaban unas funciones específicas en relación con la población, a través de los talleres que perseguía el objetivo de expandir un proyecto político manifestado a través de un plan o disposición para llegar a ciertos cargos de elección popular.
Dentro de ese contexto, LUIS FERNANDO ALMARIO ROJAS, conoció y supo de tal situación como líder político de la región porque era un hecho notorio y cierto que en el territorio caqueteño, en la zona específica de influencia del Bloque Sur de los Andaquíes hacían presencia las autodefensas; era una regla, que para hacer política, se debía tener el asentimiento de tal grupo ilegal.
Señala directamente que en desarrollo de la actividad política, LUIS FERNANDO ALMARIO ROJAS, se reunió con miembros del grupo ilegal armado de autodefensas. Ello es indicador de un acuerdo o consunción de voluntades para sacar adelante el proyecto político de las AUC. 
4. LA TIPICIDAD DE LA CONDUCTA

4.1. Del delito de concierto para delinquir 

Los hechos relatados y probados se encuadran en el delito de  concierto para delinquir, el cual está descrito en la Ley 599 de 2000 vigente para la fecha de los hechos.
Dentro del expediente está probado que el procesado realizó contactos con el grupo armado ilegal tenientes a lograr apoyos políticos no solo a su nombre sino para candidatos de éste en las elecciones locales; además, hubo acuerdo entre el procesado y el grupo armado ilegal para hacer proselitismo político con el apoyo de miembros de las autodefensas que se asentaron en los territorios de Caquetá a través del Bloque Sur de los Andaquíes.  

El Código Penal mencionado, en  el artículo 340 original, definió de la siguiente manera tal delito: 

“Concierto para delinquir. Cuando varias personas se concierten con el fin de cometer delitos, cada una de ellas será penada por esa sola conducta, con prisión de tres (3) a seis (6) años.

Cuando el concierto sea para cometer delitos de genocidio, desaparición forzada de personas, tortura, desplazamiento forzado, homicidio, terrorismo, narcotráfico, secuestro extorsivo, extorsión o para organizar, promover, armar o financiar grupos  armados al margen de la ley, la pena será de prisión de seis (6) a doce (12) años y multa de dos mil (2000) hasta veinte mil (20.000) salarios mínimos mensuales legales vigentes.

La pena privativa de la libertad se aumentará en la mitad para quienes organicen, fomenten, promuevan o dirijan, encabecen, constituyan o financien el concierto o la asociación para delinquir”.

Con posterioridad a su expedición, el tipo penal mencionado ha sido objeto de dos reformas legislativas, las que se plasmaron en las leyes 733 de 2002 y 1121 de 2006. 

La primera norma modificó el texto original de la siguiente manera, ampliando los delitos de la modalidad agravada:

“Concierto para delinquir. Modificado. L. 733/2002. Cuando varias personas se concierten con el fin de cometer delitos, cada una  de ellas será penada, por esa sola conducta, con prisión de tres (3)  a seis (6) años.

Cuando el concierto sea para cometer delitos de genocidio, desaparición forzada de personas, tortura, desplazamiento forzado, homicidio, terrorismo, tráfico de drogas tóxicas, estupefacientes o sustancias sicotrópicas, secuestro, secuestro extorsivo, extorsión, enriquecimiento ilícito, lavado de activos o testaferrato y conexos, o para organizar, promover, armar o financiar grupos armados al margen de la ley, la pena será de prisión de seis (6) a doce (12) años y multa de dos mil (2.000) hasta de veinte mil (20.000) salarios mínimos legales mensuales vigentes.

La pena privativa de libertad se aumentará en la mitad para quienes organicen, fomenten, promuevan, dirijan, encabecen, constituyan o financien el concierto para delinquir”.

La segunda norma planteó una especial particularidad que genera atención en la modificación introducida, pues se ha convertido en punto de polémica hermenéutica. La Ley 1121 de 2006  reformó el inciso segundo del artículo 340 del actual Código Penal. Veamos:

“Modificado. L.1121/2006, art. 19. Cuando el concierto sea para cometer delitos de genocidio, desaparición forzada de personas, tortura, desplazamiento forzado, homicidio, terrorismo, tráfico de drogas tóxicas, estupefacientes o sustancias sicotrópicas, secuestro, secuestro extorsivo, extorsión, enriquecimiento ilícito, lavado de activos o testaferrato y conexos, o financiamiento del terrorismo y administración de recursos relacionados con actividades terroristas, la pena será de prisión de ocho (8)  a  dieciocho (18) años y multa de dos mil setecientos (2.700) hasta treinta mil salarios legales mensuales vigentes”.

Esta Corporación ha sido del criterio que frente a la modificación  introducida por la nueva Ley, lo que hubo fue una acomodación de los verbos ‘organizar, promover, armar o financiar grupos armados al margen de la ley’, pues de ser una circunstancia agravante se convirtió en conducta punible autónoma; por ello, se dice que se amplió el radio de acción de la conducta punible del concierto para delinquir, y se le dio una represión mayor.

Frente al tránsito de legislación, desde la comisión de la conducta punible investigada a la fecha, se debe dar aplicación del principio de favorabilidad. Así, conforme lo dejó plasmado esta Procuraduría Delegada, es aplicable el agravante del inciso segundo del artículo 340 del Código Penal de 2000, pues ésta norma es más benévola frente a la reforma del año 2006 que incrementó la pena para los verbos referidos, entre los que se encuentran el de promover, dentro del cual se enmarca la conducta del procesado ALMARIO ROJAS, a quien fáctica y jurídicamente se le imputó cuando en la indagatoria se le puso de presente en el  inciso segundo del artículo 340 del Código Penal de 2000, en la modalidad del verbo de promover grupos al margen de la ley en el Departamento de Caquetá.

Allí se le imputó los siguientes hechos que dan cuenta a  contactos o reuniones, afirmaciones que se basan en las pruebas recaudadas y que no han sido infirmadas hasta el presente:

1. Año 2000: Reuniones  (a las afueras de Florencia-Caquetá).

2. Año 2002, en la vía de Valparaíso, según lo refiere alias Paquita.

3. Año 2005: reunión  en la casa del Barrio Juan XXIII, en Florencia –Caquetá, según lo afirma Harlintong Mosquera.

4. Años 2004-2005,   reuniones en la finca la Gringa, conforme lo asegura alias el gato.

Esta Procuraduría ha indicado, desde el alegato pre-calificatorio que el comportamiento que origina la imputación del concierto para delinquir se contrajo a promover la actividad que en tal comprensión territorial realizaron grupos armados ilegales denominados de autodefensa. Estos daban aval para el ejercicio de la actividad política tal como lo señalan testimonios como los de Harlintong Mosquera e Iván Roberto Duque Gaviria. Y esa promoción consistió en impulsar la consolidación del proyecto paramilitar en el Caquetá, conducta que fue juzgada desde el punto de vista disciplinario y que le acarreó al procesado una sanción de inhabilidad de 18 años, conforme a la prueba trasladada dentro del presente juicio. De ese apoyo da cuenta, Carlos Fernando Mateus, Jefe de Finanzas del grupo de AUC Sur de los Andaquíes. 
De esta declaración se infiere que con apoyo del grupo armado ilegal al enjuiciado se le permitió hacer política en la región, permiso que se extendió a aspirantes como el caso del candidato a la Gobernación Juan Carlos Claros Pinzón, que a la postre fuera Gobernador del Departamento del Caquetá, elegido en el año de 2003.
Es claro pues, el acuerdo para que se configure el delito de concierto para delinquir que buscaba la realización de conductas punibles como las que señala el señor Sena Pico en sus testimonios, en el ámbito de la contratación estatal, conforme se deriva de sus disertaciones que hacen parte de este proceso
.  
Es de aclarar que trata de un ilícito penal de mera conducta, su consumación se da por el sólo hecho de llegar a ese acuerdo de voluntades, sin que sea requisito para su tipificación el que se logre la finalidad buscada o la realización de tales ilícitos concertados, siendo indicador que así sería tal como lo señala el mencionado Sena Pico refiriéndose al flujo de relación entre el grupo armado ilegal y el entonces candidato Claros Pinzón
.

La prueba señala que el acuerdo se dio desde momentos antes de las elecciones del año 2003, para Gobernación del Departamento y se mantuvo hasta los momentos cercanos a las elecciones al Congreso de la República del año 2006, indicando, además, que el actuar del ex Parlamentario ALMARIO ROJAS lo fue de manera consciente e intencional dado que no rechazó el apoyo que el grupo armado ilegal le ofreció no sólo a él,  sino al aspirante a la Gobernación del Caquetá, Juan Carlos Claros Pinzón, a quien apoyó en esos comicios electorales. A las reuniones que asistió  conforme las pruebas, fue de manera voluntaria. 
4.2. Del  delito de constreñimiento al sufragante 
La segunda conducta imputada en la diligencia de indagatoria,  dentro de los delitos que atentan contra la participación democrática,  que se derivan de los hechos imputados,
 es la contenida en el artículo 387 del Código Penal, delito que establece lo siguiente: 
“ARTÍCULO 387. CONSTREÑIMIENTO AL SUFRAGANTE. El  que utilice las armas o amenace por cualquier medio a un ciudadano  o a un extranjero habilitado por la ley, con el fin de obtener apoyo o votación  por determinado candidato o lista de candidatos, o voto en blanco, o por los mismos medios le impida el libre ejercicio del derecho al sufragio, incurrirá en prisión de tres (3) a seis (6)  años (…)”.

El delito define una conducta típica que se concreta en utilizar y amenazar con un fin específico. La conducta típica hace relación a aquella que obstruye el libre ejercicio del derecho del sufragio por parte de los electores. La conducta punible prevé la utilización  de la violencia como medio para la obtención de ese resultado frente a los electores quienes realizan actos de apoyo coaccionado y en dirección a determinado candidato, partido, corriente política o voto en blanco, si fuere el caso, movido por esa presión.   

Debe precisarse que el tipo penal en comento se manifiesta de dos maneras: por una fuerza física, a través del empleo de las armas o por una fuerza moral, materializada a través de la amenaza.    

¿Cómo se materializó en la práctica esa adecuación típica?: se tiene en el expediente que  los elementos objetivos de la conducta punible analizada encuentran reflejo en el expediente. 
Ello se deriva de las siguientes pruebas: uno de los líderes del Bloque Central Bolívar, alias Ernesto Báez; así como Carlos Fernando Mateus, alias Paquita, líder local de autodefensas del Caquetá, Bloque Sur Andaquíes, manifestaron que el grupo armado ilegal tenía el control territorial y el dominio militar  de la zona. Así mismo, miembros rasos de las AUC, dicen que en el municipio de Valparaiso, se repartieron volantes por parte de miembros de las autodefensas para lograr apoyo del procesado, tal como lo señaló Albeiro Antonio Ardila López.

Sobre esta conducta, también se tiene prueba del conocimiento y voluntad por parte del procesado en tal ilícito penal.
5. SOBRE LA RESPONSABILIDAD PENAL  DEL PROCESADO

De acuerdo con el artículo 277 de la Ley 600 de 2000, se procede a proferir sentencia condenatoria cuando se encuentre demostrado la ocurrencia del hecho y prueba de la responsabilidad penal del procesado.
Está probado que el procesado LUIS FERNANDO ALMARIO ROJAS como candidato a la Cámara de Representantes por la circunscripción electoral del Caquetá en el periodo 2006 -2010 recibió apoyo del grupo armado ilegal de autodefensas. Así mismo, logró apoyo para que tal grupo respaldara a candidatos de su mismo partido a cargos de elección popular del departamento, entre estos a Juan Carlos Claros Pinzón cuando aspiró a la gobernación del departamento del Caquetá. Y para lograr este respaldo hubo una concertación, la cual está probada. Así lo asegura Johan Darley Benítez Zapata quien era miembro activo de la Policía Nacional de Colombia, en la región.
, y para la época le consta la presencia del acusado en reuniones con miembros de las AUC.
Esta declaración encuentra respaldo en la versión jurada que diera Harlintong Mosquera el 6 de abril de 2011, quien dio cuenta de una reunión realizada en la residencia de la progenitora del procesado, a la que asistió por pedido de alias “el cantante”, que le dijo que ALMARIO ROJAS era uno de los aliados de la organización armada ilegal.

Harlinton Mosquera es señalado por uno de los ideólogos de la organización armada ilegal como un comisario político, actividad de la que da cuenta su testimonio, y que a la fecha no ha sido desvirtuada. Y a pesar de las múltiples denuncias que se han instaurado en su contra por parte del procesado no se encuentra a la fecha alguna sentencia en su contra por el delito de falso testimonio. Además, es reconocida su militancia en el grupo de AUC. Mosquera realizó en cumplimiento de su rol de comisario político, un encuentro con el procesado, detallando únicamente lo que le consta: que la reunión se efectuó en la casa del barrio Juan XXIII, de la ciudad de Florencia (Caquetá), ocasión en la que ALMARIO ROJAS le señaló que “todo estaba cuadrado por arriba”, refiriéndose a sus superiores jerárquicos, comandantes del Bloque Sur Andaquíes.

Este santo y seña, fue comprendido luego cuando tuvo oportunidad de hablar con Juan Carlos Monje, quien le manifestó que las personas que le colaboraron, estaban con el grupo armado ilegal, y que concurrían a reuniones clandestinas,  especialmente, en la finca ubicada en la vía a Valparaíso
, finca “la Gallera”, al pie del “puente partio”. Estos eran, Álvaro Pacheco O., Luis Fernando ALMARIO, Juan Carlos Claros, Luis Francisco Cuéllar Carvajal, entre otros. Harlintong Mosquera Hernández también se refiere a reuniones con funcionarios de diferentes entidades públicas, entre éstas del Ejército Nacional, en cumplimiento de la actividad derivada del rol de comisario político de la agrupación. 
En esta declaración corrobora lo que afirmó en declaración el 10 de diciembre de 2010, trasladada a este proceso del radicado 26625, en la que expone la estructura política del grupo armado ilegal. Sobre el apoyo a ALMARIO ROJAS, da cuenta el testimonio de Iván Roberto Duque, quien dice constarle cómo se dio el mismo pues escuchaba directamente los informes que Harlintong Mosquera daba de su misión y además, ya en el centro de reclusión le consta los informes que alias Paquita le realizaba al líder paramilitar, alias Macaco.
Así mismo, Harlintong Mosquera H., dio cuenta de un pacto entre las AUC y el gobernador electo Juan Carlos Claros Pinzón, según comentarios del propio Juan Carlos Monje, quien señaló que su mismo hermano trabajaba en el Departamento, en la gobernación. Así mismo, dijo de una reunión de la que tuvo noticia, en  la finca la Manigua
 a la que asistió Juan Carlos Monje en el mismo año 2005, y el  señor Juan Carlos Claros Pinzón. Dentro de la etapa de juicio se allegó testimonio por certificación jurada de John Edward Monje, hermano del mencionado, hoy alcalde del Municipio de Milán (Caquetá) la que no desvirtúa los hechos incriminatorios de Harlintong Mosquera H., pues dice haber cortado todo contacto con el mismo, luego de que se radicara el primero en la ciudad de Cali, desconociendo su actividad delincuencial, la que conoció a través de los medios de comunicación.
La fuerza incrimatoria del testimonio de  Harlintong Mosquera, es comprobada con el testimonio de  Iván Roberto Duque Gaviria, alias “Ernesto Báez”, quien en declaración del 21 de enero de 2013, manifestó que su comisario político de Florencia – Caquetá le dio informe de una reunión en la casa del barrio Juan XXIII de Florencia (Caquetá) con el investigado, en el año 2005,  cuya  propiedad era de la señora madre de éste, aclarando que no conoce al procesado sin que se observe la intención de causarle daño. Solo refiere una circunstancia que quedó fijada en su mente, pues el nombre del barrio le pareció curioso. Para la época en que ocurrió la reunión alias Ernesto Báez certifica la militancia de Harlintong Mosquera dentro del grupo de sus comisarios políticos en la región de influencia del grupo de AUC, denominado Bloque Sur de los Andaquíes. 
Y esta condición especial ha sido documentada en el presente expediente:  Harlintont  Mosquera Hernández, identificado con la cédula de ciudadanía No. 31396568, de Envigado (Antioquia), es presentado por parte del asesor del Ministro del Interior y Justicia, Jorge Alfredo Rodríguez P.,  Coronel José Ángel Mendoza Guzmán, comandante del Departamento de Policía de Caquetá y le fue asignado el carné nro. 2700011, situación que hasta este momento se mantiene incólume. Ahora, el que los miembros de los organismos de seguridad no lo mencionen, como cuadro de mando, es precisamente porque su labor, aunque importante, no era de estrategia militar sino en la calle,  de cara a la población.
Y no hay duda de que Iván Roberto Duque Gaviria, alias “Ernesto Báez” en la diligencia del 23 de enero de la presente anualidad, se refiriera a Harlinton Mosquera H, pues lo describió en su rasgo más importante: el color de su piel, se refiere a un individuo de raza negra, signo de distinción frente a otros comisarios políticos del país. 
Duque Gaviria aclaró que las AUC apoyaban a sus amigos y que  los aspirantes  al Congreso de los cuales no había antecedentes de ser afectos a la organización no podía recibir apoyo. De las informaciones que recibía de su comisario estaba enterado al punto de señalar a algunos comandos de las AUC en el Caquetá, como de enterarse de los informes que daba alias Paquita a su comandante alias Macaco, quien compartió lugar de privación de la libertad.
Este modus operandi ha sido corroborado en la práctica por parte de José Germán Sena Pico, alias “Nico”, al referirse a  la misma, en la versión libre del 20 de diciembre de 2007: allí dijo que para la elección de alcaldes en la región se dio un acercamiento de miembros de la clase política por parte del grupo armado ilegal con la finalidad de que los mismos pidieran permiso para sus campañas políticas.
Por esa razón, los aspirantes a cargos de elección popular concurrieron a las zonas de influencia paramilitar con la finalidad de mostrar sus planteamientos.
  No otro objetivo era que el de pedir un aval o apoyo de acuerdo al planteamiento de sus tesis. Pero es precisamente esa posibilidad de expresar las tesis de campaña de parte de los candidatos lo que constituía el primer paso para la autorización que daba el grupo armado ilegal, pues para exponer sus argumentos debían tener permiso: por ello el que aclare que una vez expuestas los programas de campaña, se dejaba a la población para que dieran el voto, ello se circunscribía a los candidatos que hacían parte del abanico de apoyo de candidatos de las AUC. Así lo confirma Carlos Monroy Durán, alias “el gato”, quien aduce haber tenido en sus manos volantes de apoyo a ALMARIO ROJAS, persona que ha sido objeto de atentados en contra de su vida, hechos que se encuentran en investigación por parte de la Fiscalía General de la Nación con sede en la ciudad de Florencia no obstante los intentos de archivo de las mismas.
Debe precisarse que alias Ernesto Báez da cuenta de los giros de la política regional del Caquetá, pues su comisario Mosquera Hernández en un principio dio el apoyo del grupo para Álvaro Pacheco Álvarez,  pero luego se buscó a otros líderes, entre estos,  el procesado ALMARIO ROJAS. Ello coincide con la versión de Mosquera quien refiere a una cierta jugada que se le hizo a Pacheco Álvarez, pues a la final se terminó por apoyar al hoy procesado. Por información del acucioso comisario Harlintong Mosquera, alias Ernesto Báez da cuenta de un apoyo a la candidatura de Juan Carlos Claros Pinzón en su aspiración a la gobernación del Departamento del Caquetá, quien era respaldado por el procesado ALMARIO ROJAS. Por eso dice recordar los nombres de Mario Cuéllar, Rafael Molano, a quien identifica como Comisario Mayor de la zona. Y, en especial, un hombre de confianza apodado como alias Paquita Gallego, que no es otro que Carlos Fernando Mateus.

El grado de colaboración de ALMARIO con el grupo armado ilegal se da cuando recordó un documento para alias “Macaco” elaborado, en su sentir, por ALMARIO ROJAS. 
Sobre este aspecto de la declaración de alias Ernesto Báez y Harlintong Mosquera, se encuentra la versión de José Germán Sena Pico, alias “Nico”, a quien le consta la contraprestación en caso de ganar las elecciones los candidatos apoyados por el grupo armado ilegal: esta era la construcción de obras públicas, dinero y la contratación de personas cercanas a alias “Paquita” y alias “chiqui”.
 
Alias Paquita inicialmente da cuenta de los movimientos estratégicos en materia política del grupo armado ilegal: en especial los políticos de la región como Juan Carlos Claros Pinzón y Arnoldo Barrera, aspirantes a la Gobernación y a la Alcaldía de la capital. La reserva, frente a los hechos, no tiene otra explicación coherente que la dada por alias “Nico”, quien  manifestó que la orden de alias “Macaco” era que el grupo de AUC que se acogiera a Justicia y Paz no podía involucrar a ningún político  de la región, consigna que cumplieron poco a poco. Alias “Nico” habla de las presiones que recibió dentro del mismo proceso que se le adelantó para el año de 2007 en la Unidad de Justicia y Paz de la Fiscalía General de la Nación. En concreto señaló a  alias “Paquita”, “monoteto”, “don Leo”, “popis”, del Bloque Central Bolívar, y a su mismo defensor.  
José Germán Sena Pico, alias “Nico” si ha declarado sobre directas relaciones del grupo armado ilegal denominado Sur Andaquíes con la clase política regional, en especial, con Juan Carlos Claros Pinzón, quien recibió no solo apoyo electoral sino apoyo económico
. 

Pese a la orden de no involucrar a la clase política de la región, de la declaración de alias Paquita se concluye lo siguiente
:  
(i)ALMARIO ROJAS, padrino político de Juan Carlos Claros Pinzón era el garante para que el grupo armado ilegal apoyara la candidatura a la gobernación de éste último. 

(ii) El acuerdo anterior, se selló con una reunión con el procesado, quien es señalado como “el jefe político del Departamento”.
La reunión se dio con alias chiqui, y quedó claro que Juan Carlos Claros P. y ALMARIO ROJAS eran apoyados por las AUC.
 
El contexto de la declaración de alias “Paquita”  gira en torno a unos “acuerdos políticos” secuencialmente en el tiempo, cuyo recorrido termina en el apoyo a ALMARIO ROJAS, jefe político de Juan Carlos Claros Pinzón.

La versión rendida el 26 de junio de 2008, respalda la anterior afirmación: para sellar el compromiso adquirido con Juan Carlos Claros, éste mismo sugirió una reunión con su “padrino” ALMARIO ROJAS, en la ciudad de Bogotá, a la cual asistió alias “chiqui”, quien actuaba como relacionista y era encargado, además, de asuntos que tenían que ver con el  narcotráfico; cumplió la misión de reunirse con el procesado y  Juan Carlos Claros Pinzón en la ciudad de Bogotá, aspecto que coincide con lo dicho por alias Paquita. Ello era una estrategia diseñada para respaldo político, tal como lo adujo en la versión del 9 de junio de 2008, prueba trasladada al presente expediente. Alias “Nico”  recuerda diálogos directos con Juan Carlos Claros Pinzón y Arnoldo Barrero, en el sitio llamado “las bolas”, para mayo-junio de 2003
. 
La presencia de alias chiqui es percibida por el ex policía Johan Darley Benitez Zapata, a quien señala como uno de los encargados del tema del narcotráfico. Recuérdese que Benítez Zapata prestó servicios en el municipio de Morelia y captó movimientos del grupo armado ilegal, entre estos el pago de la “nómina” paralela, a sus compañeros de la Policía.
En esa posición a Benítez Zapata le consta la relación del procesado con miembros del grupo armado ilegal  Bloque Sur Andaquíes: observó que una burbuja verde con vidrios polarizados, vehículo en el que se transportaba el procesado LUIS FERNANDO ALMARIO ROJAS, en varias oportunidades  se acercó a la finca de alias “Paquita”, sin saber de qué hablaban o negociaban, pero por indicación de otro compañero “paraco” supo  que se trataba de un Representante a la Cámara que había ido a la reunión por el asunto de la campaña política. Ello ocurrió en el año de 2002.  
La condición de miembro de la Policía Nacional se corroboró en el expediente y en tal función conocía al procesado, a quien identifica
, al punto de mencionar el nombre del conductor de éste, un hombre de nombre Jimmy, quien ha admitido que además de su labor de conducción también hizo campaña en favor de su jefe. 
Por ello, no es aislado que Harlitong Mosquera lo identifique como el enlace en la reunión del barrio Juan XXIII y que al mismo tiempo Gabriel Jaime Esquivia Acosta, alias Carepa lo señale como el enlace para acceder al procesado ALMARIO ROJAS. Dado su color de piel, es de raza negra, era identificado por parte de los testigos mencionados, como el conductor de una burbuja de color verde. Yimmy no es otro que Ángel Yimmis Mosquera Lasso, quien en la declaración rendida ante esa Corporación, indicó que fue conductor precisamente en los tiempos en que Joan Darley Benítez Zapata dice haberlo distinguido, es decir, por el año de  2002.
 Es de resaltar que alias Nico y alias Paquita refieren el episodio de una intervención de parte de ALMARIO ROJAS para que las AUC no le causara daño a una señora del municipio de Milán de nombre Francia, razón por la que intercedió ante Juan Carlos Monje, quien había sido declarada objetivo militar
. Se trata de Francy Helena Díaz Quintero, candidata a la alcaldía del referido municipio en el año de 2005 por el movimiento Participación Popular del que hizo militancia tanto el procesado como Juan Carlos Claros Pinzón. Según alias “Paquita” a la señora no se le hizo nada por orden de “Henao”.
De ahí que se diga de la cercanía del procesado con Juan Carlos Monje. Carlos Monroy Durán en declaración del 12 de abril de 2012, da cuenta de esa relación pues siendo de la seguridad del referido Monje, se le advirtió que debía estar pendiente ya que iría a hablar con su jefe un  político del Caquetá, hechos ocurridos luego de la mitad del año de 2005, sin recordar exactamente la fecha: el sitio de la reunión lo fue la “la bocana del pescado”, en la finca “la gringa”, cita a la que concurrió alias “el cantante” sin que le conste qué tema hablaron a pesar de que alias “JK” le dijo que el referido visitante los iba a financiar. JK era el alias de Juan Carlos Monje. 

La finca “la gringa” aparece como un lugar de encuentros clandestinos entre miembros de las AUC y la clase política, entre este grupo y el procesado. Es así como Albeiro Antonio Ardila, alias “Rambo” afirma haber visto al procesado dos veces allí, en agosto o septiembre de 2004 y junio o julio de 2005. También concurrió a las reuniones Juan Carlos Monje, alias “JK” y alias “el cantante”. 
Albeiro Antonio refiere el reparto de volantes en apoyo de ALMARIO ROJAS
.  Alias “rambo” identificó el reparto de roles dentro del grupo armado ilegal; reconoció a alias Nico, le consta la colaboración con las AUC de un “Coronel Barbosa”, miembro activo del ejército. El testigo aportó un dato, respecto de alias “Nico”, a  quien identificó como “el político”,  rol que desempeñó por el año de 2001, cuando se le encargó de la parte ideológica del actuar del grupo, para así contrarestar la ideología guerrillera.
  Así mismo, conoció el trabajo de Harlintont Mosquera, allegado, en su criterio, de alias “cantante”, quien cumplió funciones de “político” en la región. 
Además, alias “Rambo” en declaración del 14 de abril de 2013, trasladada a esta investigación, da cuenta de movimientos de grupos al margen de la ley que buscaban contactos con políticos de la región, entre estos Alvaro Osorio Pacheco
. Alias Rambo ratificó su calidad de miembro del cuerpo de seguridad de alias “Paquita”, habiendo tenido antes del año de 2002 funciones en el grupo “antiguerrilla”. Conoció a Harlintont Mosquera como político de la organización.
Refirió sobre “unas cartas” que debían meterse por debajo de las puertas de las casas del pueblo, a todos los negocios, obligando a la gente a votar por ALMARIO, a finales de 2005 enviadas por Uriel Henao. Era en sus términos “cosas de políticas”, cartas que iban en un sobre.

Sobre este aspecto ha de decirse que hay testigos como Mario Valencia Méndez., el 16 de septiembre de 2013, quien lo identifica como dirigente político. Entre estos el señor Mario Valencia, quien refiere haberlo visto en el municipio de Valparaíso, aduciendo que trabajó con él políticamente. Señaló que ALMARIO ROJAS asistía al municipio pero luego del atentado con la guerrilla dejó de ir, ni siquiera iba a la capital del departamento.
 Aseguró que nunca vio un panfleto que obligara a votar por ALMARIO ROJAS. Así mismo, afirma que no le consta ni por parte de la guerrilla ni por el lado de las AUC que obligaran a las personas a votar en cierto sentido. Valencia Méndez fue concejal, narró hechos violentos en la región y la existencia de una finca llamada la gringa, a la que es mejor llegar por medio fluvial, por el mal estado de la carretera. También se escuchó a la señora Orfilia María Molina, en declaración del 16 de septiembre de 2013, quien lleva 32 años viviendo en Valparaíso, en zona de rural; administra un negocio de bebidas al por mayor, se vio afectada como comerciante pues los miembros de las AUC algunas veces pedían bebidas y no pagaban y al mismo tiempo esa acción le daba  temor; dice que nunca hubo presión para votar en favor de alguien. De igual manera, obra el testimonio de la comerciante Fanny Rojas quien manifestó la presencia en Valparaíso (Caquetá) de grupos de autodefensas, aunque niega que los hayan obligado a votar a favor de algún candidato.
Se tiene que estos testigos no desvirtúan las pruebas reseñadas pues se refieren a situaciones que los pudieran involucrar, el primero como ex militante de su grupo político. La segunda, como habitante de la zona, a pesar de que sintió temor por la presencia paramilitar en la zona, expresa un modus operandi del contexto analizado en precedencia: no se obligaba a votar por determinada persona siempre que hiciera parte del dossier de candidatos que eran apoyados por las AUC.
En la audiencia pública el procesado ha declarado ser víctima de un cartel de testigos. Sin embargo, no se han desvirtuados las “sindicaciones falsas” que dice el procesado se han hecho en su contra pues a la fecha no existe sentencia por falso testimonio en contra de los testigos que señala el enjuiciado han declarado falsamente en su contra. 
Sobre la prueba recaudada en el juicio se tiene que decir que no desvirtúa la acusación. En efecto, Ramón Monje, padre de Juan Carlos y John Edward Monje, en su declaración del 1°deabril de 2014 da cuenta de una amistad de vieja data -1975- con el ex parlamentario LUIS FERNANDO ALMARIO ROJAS, al punto que colaboraba en la organización de los eventos políticos en los que éste último participaba, aclarando que solo lo hacía en el casco urbano del municipio de Milán, sin que tal manifestación desvirtúe los cargos de la resolución de acusación. Así mismo, respecto del apoyo de su hijo Juan Carlos Monje, de quien reconoce sus vínculos con grupos al margen de la ley, tampoco le consta que le hayan brindado apoyo, advirtiendo que el referido hijo, hoy fallecido, era “apolítico”
, es decir según sus palabras no le gustaba la política y no tiene conocimiento
 de apoyos que haya dado al acusado. Asegura, creer que tampoco ALMARIO ROJAS haya brindado apoyo a su hijo Juan Carlos. En el mismo sentido, el señor Everardo Bolaños, dentro de su declaración del 1° de abril de 2014, aseguró que en su militancia en el grupo armado ilegal de autodefensas, del bloque central Bolívar, sur de los Andaquíes, -mayo de 2001 a noviembre de 2002- jamás desarrolló actividades políticas a nombre del mismo.
 Sin embargo, más adelante expresó que él junto a otros ex militantes de las AUC (entre estos, José Germán Senna Pico) les consta que un candidato a la Gobernación de nombre Juan Carlos Claros se iba a reunir con uno de sus comandantes para realizar acuerdos en caso de que llegase a la gobernación; además menciona que Macaco les recomendó que buscaran personas políticas con ideas cercanas a las AUC para que en el futuro llegaren a acuerdos, con lo que entra en contradicciones visibles. Esta afirmación, relacionada de la orden que dio Macaco para que se hicieran alianzas con políticos, contrasta con la afirmación del Brigadier ® William Pérez Layseca, quien fungió como segundo comandante del Ejército en el Departamento del Caquetá, entre diciembre de 2001 y febrero de 2003, no tuvo conocimiento de grupos de autodefensa cuando trabajó en ese territorio, no obstante la abundante prueba documental analizada en este proceso.
Juan Valderrama, en teleconferencia del 3 de febrero de 2014, manifestó conocer al señor Efrén Hurtatis
 a través de su trabajo de una ONG, trabajo social con la renovación carismática católica
. Afirma que en una oportunidad si tramitó algo relacionado con salir del país de Canadá pero nunca culminó ese procedimiento. En tal función dijo haber realizado proselitismo político y ser amigo de Alirio Calderón Perdomo. No conoce a John  Darley Benítez Zapata. Niega que sea tramitador para vueltas relacionado con pedido de asilo a otros países. Manifiesta que conoce a Alirio Calderón Perdomo como abogado, siendo él colaborador en labores de mensajería. Conoció a Harlintong Mosquera en Neiva. Nuevamente, lo encontró en Florencia cuando era candidato al concejo de Florencia por el partido de Colombia Democrática, quien le comentó que estaba haciendo trámites para salir del país. Pese a que la prueba pretende probar un complot en contra del acusado, de tal elemento probatorio no se evidencia que ello haya sido así
.
Harry Giovanny González García, quien fuera candidato a la Gobernación de Caquetá, por el Partido Liberal, dijo que de hace dos años para acá conoció al señor José Germán Senna Pico, alias Nico, Alemania o Berlusconi, cuando éste manifestó una serie de hechos contrarios a la realidad, por lo que tuvo que denunciarlos, investigaciones dentro de la cuales no ha habido una condena por el delito de falso testimonio. Manifestó que no es cierto lo que dijo alias Paquita en el sentido que a través de él se había cobrado ciertas vacunas a los contratistas, por lo que se asegura que todo lo que se dijo en esa audiencia conjunta fue falso, negando haber tenido contratos con la gobernación y menos con el Dr. Juan Carlos Claros, que a la postre fue gobernador del Caquetá, ya que se desempeñó como profesional universitario sin ser ese cargo de confianza. No conoce de pruebas que demuestran sobre el pago de contratistas a las AUC. Sin embargo, es apenas lógico que el referido declarante no admitiera hechos que lo involucran en las investigaciones que cursan actualmente. Ahora que no conozca a ex militantes de las AUC por sus alias –“gato”, “rambo”, “chiqui”- no implica que el dicho incriminatorio de estos sea infirmado
. Ahora, la distancia de Florencia a Balsillas, quedó claro que existen dos vías, una por Neiva y otra por San Vicente del Caguán pero esta situación no desvirtúa la prueba en contra, quedando claro que el testigo si tenía funciones relacionadas con el proceso contractual.
Luis Enrique Laguna Caballero, quien aspiró a cargos de elección popular, en concreto hizo política en Morelia. Aspiró a concejal. 2003-2007 pero no salió favorecido pero para el 2010 fue electo concejal. Conoce al procesado ALMARIO ROJAS, sin ser su amigo. Conoció un alias el Lobo, que manejaba grupos al margen de la ley, siendo lejano a ese tipo de personas, con lo que admite que en la región, estos si hacían presencia. Que no sepa de las reuniones del procesado con miembros de grupos armados al margen de la ley, no infirma la prueba de cargo en contra de ALMARIO ROJAS.

Luis Enrique Henao Murillo
, quien fue detective del DAS, hasta el año 2011 y del 2012 a la fecha es funcionario del Cuerpo Técnico de Investigación. De 2000 a 2004, residió en Florencia (Caquetá). Fue escolta del procesado LUIS FERNANDO ALMARIO ROJAS.
Debe resaltarse que al proceso fue allegada documentación referente a la minuta adelantada por parte del Departamento Administrativo de Seguridad – DAS-, relacionado con las anotaciones de personal adscritos a esa institución, en las que se da cuenta de las novedades relacionadas con las funciones de los mismos, entre estas las de servicio de escolta oficial. Adujo que el nivel del riesgo era de medio alto, y tiempo después se le dio nivel alto, por lo que se le reforzó el esquema de seguridad. Respecto de su desplazamiento a diferentes partes: al interior del municipio solicitaban apoyo de la Policía Nacional; cuando había desplazamiento entre municipios, se tenía que solicitar a la Dirección Seccional del Das autorización para que el personaje se desplazara y se coordinaba con la fuerza pública.
Se tiene que decir que pese a esas medidas de seguridad, el procesado autónomamente manifestaba cuando no necesitaba el servicio de escolta, así estos llegaran al centenar, conforme lo dice el testigo pues de los documentos allegados respecto de las minutas del DAS así se infiere
. 

Que el testigo manifieste no conocer ciertos sitios como la bocana de pescado, río orteguaza, no significa la infirmación de los testigos de cargo, pues el procesado podía prescindir del  servicio de escolta a su voluntad. Así mismo, es factible que respecto de los protocolos de seguridad, así como de registro de visitantes o citas del procesado en su residencia o en la de otros familiares, aquellos podían ser evadidos en atención a que resulta contrario a las reglas de la experiencia que se deje rastro de las citas clandestinas con personas al margen de la ley o que vengan en su nombre. Se entiende por ello, que no es contradictorio a las pruebas en contra del procesado que el escolta afirme que no supo de citas diferentes a las consignadas en los protocolos por lo que como se ha dicho nadie deja rastro de lo clandestino.
Juan Claros Pinzón, ex gobernador del Caquetá, manifestó en audiencia pública, sesión del 4 de febrero de 2014, que hizo parte de la campaña del procesado del marzo de 2002, siendo víctima de un atentado en el casco urbano de Florencia- Caquetá, cuya autoría fue atribuida a  miembros de las FARC, por lo que a mediados del año 2002, trasladó su residencia a la ciudad de Bogotá, trabajando en su UTL (junio 2002 a junio 2003), regresando a Caquetá a adelantar la campaña política a la gobernación del año 2003, ganando la primera magistratura departamental con cerca de 22 mil votos
. Su declaración no infirma la prueba de cargo pues como lo manifestó es sujeto procesal investigado en la Fiscalía General de la Nación por lo que no tenía por qué declarar en contra de si mismo. Y aunque pretendió desligarse del apelativo de ser el procesado su “padrino político”, conforme lo que relató en la sesión de audiencia se deduce que cualquier ciudadano lo identifica de esa manera por esa cercanía y “amistad” que refiere el declarante. 
Albeiro Osorio Montealegre
, durante últimos 13 años ha sido ganadero, quien siendo habitante del Caquetá sabe que Harlintong Mosquera Hernández existe, y lo califica como un ex miembro de las AUC, con el cual no tuvo ninguna relación personal o comercial. Ese conocimiento lo tuvo porque fue “plagiado” y llevado a una finca y allá supo que Harlintong era de las AUC
. En el lugar de cautiverio, dejaron ir a uno de sus hermanos, porque el grupo quería a Edilberto. Refirió que otro de ese grupo armado ilegal, se ofreció a traer a su hermano Edilberto, dejándolo marchar. Luego lo llamaron para que se volvieran a presentar los dos hermanos libres pero uno de sus hermanos no citados, se ofreció y fueron enterados que necesitaban 80 millones de pesos para quedar en libertad, suma que fue rebajada a 60 millones. Queda en evidencia que en el sector si existían grupos armados ilegales asediando a la población y, así mismo, que Harlintong Mosquera pertenecía a ese grupo, más o menos siete años atrás, y la manera en que el grupo al mando de alias Paquita pedía las denominadas vacunas
.  También dijo que Harlintong Mosquera le pidió colaboración electoral para las elecciones del concejo y para fijar un afiche en Cofema (sic), quedando en evidencia con ello que Harlintong Mosquera si hizo proselitismo en la capital del Departamento del Caquetá. Aduce que “todo mundo” sabía que Mosquera era miembro de las AUC
.
William Sánchez  Amaya, testigo presentado por la defensa, ex Personero de Florencia, que dio cuenta de la presencia de grupos de Autodefensas del Departamento de Córdoba, que querían expandirse al Caquetá. La presencia según su dicho, fue por motivos de control de las rutas de comercialización de cocaína y no tuvieron un fin político. Esta declaración es desvirtuada por parte de los testigos que advierten lo contrario, por lo que no desvirtúan los cargos en contra del procesado. 
Según lo ha manifestado ALMARIO ROJAS, tanto en la indagatoria, como en el interrogatorio de la audiencia pública era imposible en el Caquetá concertar citas clandestinas en atención a las fuertes medidas de seguridad que giraban en su entorno, en especial, por parte de la escolta asignada por el DAS.  Se tiene que decir al respecto que el hecho de que tuviera ese servicio de vigilancia por parte del Estado no desvirtúa la prueba en contra acerca de esa connivencia con grupos armados ilegales, miembros de las AUC.

Véase que dentro de las anotaciones realizadas por detectives-escoltas del DAS se desprende que no se tenían  cubiertas las 24 horas del día cuando el ex parlamentario arrimaba a Florencia o sitios aledaños. Se encontró que en ocasiones, no se otorgaba tal servicio fuera del casco urbano de la capital, por lo que el procesado se desplazó por su propia cuenta y riesgo no obstante los motivos de seguridad y las alteraciones del orden público que se evidencian en las anotaciones
; así mismo, sus recorridos incluían zonas rurales y municipios alejados de Florencia. A manera de ejemplo se tiene las siguientes constancias:

	Anexo
	Fecha
	Observación

	134, fl 9
	12 de mayo 2000
	Se escolta a ALMARIO, en perímetro urbano de la ciudad.

	134, fl. 27
	16 de mayo de 2000
	Se inicia servicio de escolta a las 8 00 a.m.

	137, fl. 57
	23 de junio de 2001
	A las 22.15 se regresó de detective Henao de escoltar a Luis Fernando ALMARIO, dejándolo en su residencia sin novedad.

	137, fl. 239
	Julio 27 de 2001
	El detective consigna que deja a LUIS FERNANDO ALMARIO ROJAS en la casa de su hermano manifestando que no necesita más el servicio. Hora. 4 p.m. Esta anotación la hizo uno de los testigos llevados por la defensa a la audiencia pública (Luis Enrique Henao, cuya declaración se dio el 4 de febrero de 2014).

	145, fl. 35
	27 de agosto de 2000.
	A las 15.25 p.m. regresa del municipio de Morelia con servicio de escolta y se continúa el servicio en el perímetro urbano.

	145, fl. 44
	2 de septiembre de 2000
	Se desplaza a la vereda Balcanes jurisdicción del municipio de la Montañita.

	145, fl. 44
	3 de septiembre de 2000
	Se desplazó vía terrestre al municipio de Belén de los Andaquíes, llevando armamento autorizado por la dirección seccional.

	145, fl 387
	13 agosto de 2000
	Se registra la salida a las 8.45 a.m. hacia Valparaíso pero no se registra su regreso.

	147
	8 marzo de 2001
	Se desplaza  a la vereda las parcelas.


Así las cosas, se encuentran reunidos los requisitos sustanciales para proferir sentencia condenatoria en contra del  Ingeniero LUIS FERNANDO ALMARIO ROJAS por el delito de concierto para delinquir  agravado en concurso con el punible de constreñimiento al sufragante contenido en el artículo 387 del Código Penal, agravado. El primer delito en condición de autor; el segundo, como determinador en cuanto es claro el convenio entre el ex Representante y el grupo armado ilegal de las AUC, quienes con las armas y el poder militar de la zona amedrantaban a la población conforme lo han manifestado los testigos en este proceso.
PETICIÓN

De conformidad con lo expuesto, solicito a los Honorables Magistrados se emita sentencia condenatoria en contra el ingeniero LUIS FERNANDO ALMARIO ROJAS, por el delito de CONCIERTO PARA DELINQUIR, conforme el artículo 340, numeral segundo de la ley 599 de 2000, modificado por la ley 733 de 2000, AGRAVADO por la circunstancia de agravación genérica del art. 58, numeral 9, Ibídem., en concurso con el delito de CONSTREÑIMIENTO AL SUFRAGANTE contenido en el artículo 387 Ídem., AGRAVADO por la condición de servidor público.
SONIA PATRICIA SIERRA ROMÁN 
Procuradora Segunda Delegada para la 
Investigación y el Juzgamiento Penal (E)
� Declaraciones de Carlos Fernando Mateus Morales, alias “Paquita”; José Germán Sena Pico, alias “Nico”; Albeiro Antonio Ardila López, alias “rambo”, militantes de distintas jerarquías del grupo armado ilegal de autodefensas.


� En el anexo 124 se observa documentos que dan cuenta de un “bono de seguridad de tierras” y “antisubversión”, los cuales eran garantías para que comerciantes y ganaderos realizaran sus actividades económicas con tranquilidad. Son documentos trasladados a la presente investigación en la inspección judicial realizada al Juzgado Segundo Especializado de Florencia (Caquetá), los días 22, 23 y 24 de enero de 2012.


� En diligencias de inspección judicial del 22, 23 y 24 de enero de 2013, en prueba trasladada obra fotocopia de la decisión del 7 de octubre de 2004 de la Fiscalía General de la Nación, en proceso seguido en contra de Eduardo Evangelista Bayona y otros,   por el delito de concierto para delinquir, da cuenta de “hechos que han tenido ocurrencia desde el año de 1997” que involucra al accionar del mencionado Bloque Central Bolívar en el departamento del Caquetá, cuyos miembros entraron al territorio caqueteño para la época de terminación de la zona de distensión.  Allí se asegura que desde esa época se cometieron en la zona de influencia conductas ilícitas como desplazamientos forzados, homicidios, secuestros, extorsiones, hurtos, actos terroristas, delitos conexos al narcotráfico, lavado de activos, entre otros.


� Harlintont Mosquera H., habla de tales acciones en declaración del 10 de diciembre de 2010.


� Ver declaraciones de Carlos Fernando Mateus Morales, alias “Paquita”, de fecha 21 de julio de 2011, así como sus versiones libres trasladadas a esta investigación, rendidas ante la Unidad de Justicia y Paz; e Iván Roberto Duque Gaviria, declaración del 21 y ampliación de testimonio del  28  de enero de 2013. 


� En el mismo sentido, obra dentro del expediente prueba trasladada correspondiente a la versión libre, en varias sesiones, del señor José Germán Sena Pico, ante la Unidad de Justicia y Paz, así como declaraciones de militantes del grupo armado ilegal tales como Carlos Monroy Durán, alias “el gato” o “el zarco”, de fecha 12 de abril de 2012, Albeiro Antonio Ardila López, alias “rambo” y Joan Darley Benítez Zapata,  del 14 de noviembre de 2011.


� Ex miembros de la Policía Nacional, como Joan Darley Benitez Zapata, colaborador del grupo armado ilegal, así lo dice, al punto que había una nómina paralela pagada  por  parte de las autodefensas, hecho comprobado en  la prueba trasladada con motivo de las inspecciones realizadas a los Juzgados Especializados de la ciudad de Florencia (Caquetá) de fecha 22, 23 y 24 de enero de 2013. En igual sentido, lo adujo el testigo Harlintont Mosquera H., quien dio cuenta de la activa colaboración de miembros de la  policía Nacional del Caquetá.


� José Germán Sena Pico, alias “Nico”, habla de una comunicación fluida entre miembros del grupo armado ilegal y el Gobernador, Juan Carlos Claros Pinzón. Ver anexo 54, folio 130, versión libre del 20 de diciembre de 2007, ante la Unidad de Justicia y Paz de la Fiscalía General de la Nación.


� Como por ejemplo participación contractual a nivel de alcaldías o gobernación.


� En la indagatoria se le imputó el hecho específico de haberse exigido en la zona de Valparaíso  a la población votar  por el procesado.


� Declaración del 12 de abril de 2012, quien militó en el Bloque Sur Andaquíes desde el año 2001 (14 de mayo), minuto 6.35. .


� Uno de estos testigos lo fue Joan Darley Benítez  Zapata,  en declaración del 24 de noviembre de 2011.


� Declaración del 6 de abril de 2011, minuto 18.20 en adelante


� Minuto 23.40


� Folio 130,  cuaderno anexo 54.


� Folio 109, cuaderno anexo 55, versión libre del 26 de  junio de 2008.


� Anexo 55, folio 270.


� Declaración del 21 de julio de 2011.


� Minuto 45.05; minuto 57.02.


� Folio 109,  cuaderno anexo 55.


� Folio 2, cuaderno anexo 91.


� Minuto 1:03, declaración de Carlos Fernando Mateus Morales, alias “Paquita”.


� Declaración del 12 de abril de 2012.


� Folio, 110, cuaderno anexo 54, versión libre del 20 de diciembre de 2007.


� Declaración de Albeiro Antonio Ardila, del 14 de abril de 2013, prueba trasladada del radicado 35740.


� Minuto 22.09  de continuación de la  grabación de la declaración del 12 de abril de 2012.


� Minuto 32:57 de la grabación. 





� Minuto 1:16:18 de la grabación.


� Negó haber tenido encuentros en Bogotá, como tampoco con Alirio Calderón Perdomo.


� No conoce a la señora Blanca Liliana Martínez.


� En el testimonio el testigo fue sorprendido acerca de unas transliteraciones que el mismo procesado realizó frente  a unas grabaciones realizadas por parte de Efrén Hurtatis, aportadas por Almario Rojas al proceso. Sobre este texto la defensa en el juicio realizó interrogatorio, en el que se tiene que se afirma que es la voz de Juan Valderrama, sin que ello técnicamente se haya demostrado. En todo caso, el contenido de la grabación hace referencia a trámites que el testigo Juan Valderrama admitió en su declaración, referido a asilo,  que no tienen contenidos delictivos. El testigo Valderrama sorprendido dice que fue Hurtatis quien en repetidas ocasiones lo buscó para que lo guiara en el tema de asilo o salida del  país, ahora entendiendo que el solicitante sabía más que él. Que se mencione a Alirio Calderón Perdomo en la grabación no significa la prueba del complot, y su nombre se mencionó conociendo de su condición de abogado y su sensibilidad social. De otra parte, el interrogatorio en ese aparte  que realiza la defensa se concentra en el homicidio de miembros de la familia Turbay Cote, hechos de investigación objeto de otro radicado. Los hechos de esta investigación se contraen  al vínculo del procesado con grupos al margen de la ley, miembros de las AUC, aspecto muy diferente. Así mismo, que se refieran a Harlinton Mosquera en su idea de salir del país, no significa que éste mienta en este proceso. Además, la conversación sobre la situación jurídica del procesado Almario Rojas es a manera de coloquio informal de quien está enterado por noticias y otros medios, más no significa complot o montaje en su contra para engañar a la justicia. En todo caso, como ciudadano también quiere que se esclarezca lo de la muerte de los Turbay Cote, sin que ello signifique haber ofrecido plata por mentir, siendo que Hurtatis le dijo que había escuchado que un comandante de la guerrilla le dijo que quien ordenó la muerte de Diego Turbay  su señora madre fue el procesado. Además, aclaró que Alirio Calderón Perdomo jamás trató de delincuente al procesado (ni allegado a las Frac ni a las AUC):simplemente les interesaba que Efrén Hurtatis dijera la verdad. 





� Debe precisarse que las preguntas de la defensa implicaban en sus respuestas compromiso funcional del testigo. Las funciones específicas del cargo era liderar la defensa del departamento en diferentes estrados judiciales, proyectaba actos administrativos, revisaba ordenanzas, jefe de pasaportes, revisar minutas de contratación;  la asignación de tareas era las que daba el jefe de la oficina  respecto de las funciones mencionadas. Adujo que entró  en el gobierno de Pablo Adriano Muñoz  en febrero de 2002. En temas de contratación el rol del jefe de la oficina jurídica, hasta 31 de diciembre de 2003, lideró creó un manual de contratación territorial. Podía hacer parte de comités de selección, comisiones de prepliegos, revisando generalidades. El referido aduce que su vinculación a la administración de Juan Carlos Claros lo fue como una deuda de gratitud de éste con el padre del testigo. La declaración fue del 4 de febrero de 2014, en audiencia pública.


� Declaración del 4 de febrero de 2014, sesión de audiencia pública.


� Así a manera de ejemplo en el anexo  140, al folio 218 el testigo anotó en la minuta que el 28 de septiembre de 2001 fue dejado en su residencia “quedando pendiente de llamada en el momento que requiera de la seguridad”.


� Por el Movimiento de Participación Popular. En la declaración manifestó que como aspirante a la gobernación tenía que buscar el apoyo de los políticos de la región y por eso buscó el apoyo de Almario. Y en el año 2003 y por ello habló con él para que lo acompañara en esa campaña. El apoyo político consiste que él  a sus seguidores, grupo político y su familia le muestre las bondades del proyecto político, lo que hizo con concejales, diputados, etc. En consecuencia hubo una coalición, proyecto político, denominado coalición cívica por el Caquetá. Uno de estos apoyos lo fue del procesado Almario Rojas, por lo que contó con su apoyo a la gobernación del año 2003.


� Declaración en sesión de audiencia del 26 de marzo de 2013.


� René y Edilberto Osorio Montealegre, fueron secuestrados  y llevados a una finca. El testigo concurrió en rescate de un hermano y cuando fue al sitio, siendo retenido. 


� En el campamento estaba alias 24. Hablaba  un tal  “Paquita”,  voz que escuchó por alta voz. 


� El declarante identifica a alias chiqui, y lo señala como “otro del grupo”: no lo distinguió en el grupo pero luego de su asesinato se enteró que era miembro de las AUC. Lo conoció vinculado a COFEMA.


� Cuaderno anexo 133, el 14 de diciembre de 2002, hubo alteración en un evento realizado en “PATIO BONITO” (SIC). Almario y varios alcaldes abandonaron el lugar luego de varios disparos.
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